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SE PRESENTAN – CONSTITUYEN DOMICILIO - PROMUEVEN ACCIÓN
DE AMPARO - SOLICITAN MEDIDA CAUTELAR – RESERVAN CASO
FEDERAL

Sr. Juez:

          Fabián david Doman Talice, por derecho propio, titular del
documento nacional de identidad 17.187.903, con domicilio real en la Av.
Luis María Campos 621, Piso 11° de la Ciudad de Buenos Aires, Néstor
Grindetti, por derecho propio, documento nacional de identidad Nro.
11.553.269, con domicilio real en Andrade 368, Lanús, Provincia de Buenos
Aires, Juan Ignacio Marconi, por derecho propio,  documento nacional de
identidad 33.362.041, con domicilio real en la Av. Carlos Pellegrini 1317,
Piso 13°, Departamento “B” de la Ciudad de Buenos Aires, constituyendo
domicilio procesal con nuestro letrado patrocinante, Dr. EZEQUIEL
SAMPIETRO, abogado, inscripto en la matrícula del Colegio de Abogados
de Morón al T° XV F° 337, condición ante la AFIP Monotributista, CUIT
20-31026200-6, con identificación y domicilio electrónico
20310262006@notificaciones.scba.gov.ar, a V.S. respetuosamente nos



presentamos y decimos:

I.- OBJETO

Que en legal tiempo y forma, venimos por el presente a promover formal
demanda de amparo contra el CLUB ATLÉTICO INDEPENDIENTE, con
domicilio legal en la Avenida Mitre 470 del Partido de Avellaneda de la
Provincia de Buenos Aires, en los términos de la ley provincial 13.928 y el
art. 20 inc. 2 de la Constitución Provincial, ante la manifiesta arbitrariedad e
ilegalidad de la RESOLUCIÓN de la COMISIÓN ELECTORAL Acta Nº 12,
de fecha 4 de diciembre de 2021, que dispone en su parte pertinente: “tener
por no presentada a la lista de candidatos propuesta por dicha
Agrupación, quedando excluida del proceso electoral y de su
participación en el acto electoral convocado a realizarse el próximo 19
de diciembre del corriente año”, cuya copia se acompaña como “ANEXO
I”.

En efecto, como se explicitará en el acápite de antecedentes, la lista
presentada por la Agrupación Independiente Tradicional, que auspicia a los
candidatos actores, fue objetada a fuerza de un excesivo formalismo ritual y
del desconocimiento  de la existencia y alcances de actos administrativos
emanados de autoridades provinciales, ello con la finalidad exclusiva de
proscribir electoralmente a los actores, quienes resultan ser los candidatos
más competitivos según las encuestas que han circulado en los diferentes
medios de comunicación (En ANEXO II se acompaña copia de  encuestas).

La ilegitimidad manifiesta se presenta en el caso, tal como lo requiere el
artículo 43 de nuestra Constitución Nacional, a partir de un insólito decisorio
que, desconociendo toda la pirámide jurídica, proscribe antijurídica y
arbitrariamente la participación en elecciones del Club a la agrupación que
auspiciaba el trinomio aquí actor. El arribo a esa cuestionable decisión se
dio  partir de antecedentes de derecho falsos y del absoluto desconociendo
del alcance del Certificado de Vigencia Nro. 39.200, emitido por la Dirección
Pcial. de Personas Jurídicas con fecha 26 de noviembre de 2.021 y con
vencimiento el 30 de abril de 2.022 (ANEXO III).

La clara proscripción electoral frente a la inminencia de los comicios
–la fecha de realización es el próximo 19 de diciembre- resulta el
presupuesto indispensable para la utilización de la vía excepcional
intentada.

Conforme se desarrollará a continuación, el devenir procedimental que
precedió al acto cuestionado resulta también afectado de graves vicios que
afectan el proceso electoral.

Cabe agregar a VS que, tal como nos enseñó nuestra Corte Suprema, “allí



donde hay un derecho, hay un remedio”, de modo que la vía breve y
expedita de la acción de amparo es la que mejor se compadece con la
protección de los derechos invocados.

II.- LEGITIMACIÓN

II. A.- Legitimación Activa

Cabe adelantar que los actores de la presente acción resultan candidatos a
presidente, vicepresidente primero y segundo, auspiciados por la
Agrupación Independiente Tradicional, en las elecciones que se
desarrollarán el próximo 19 de diciembre. (ANEXO IV)

Por todo lo expuesto, y siendo los suscriptos parte la relación jurídica
sustancial que origina el presente conflicto, solicito sea reconocida la
legitimación activa para promover la presente acción de amparo.

II. B.- Legitimación Pasiva

El CLUB ATLÉTICO INDEPENDIENTE reviste la calidad de sujeto
legitimado pasivo de la presente pretensión, en tanto es la asociación civil
que ha dictado –a través de su Comisión Electoral- la resolución cuya
anulación se persigue en este proceso de amparo.

III. PRESUPUESTOS DE LA ACCIÓN.

En el caso, se encuentran cumplidos los requisitos de admisibilidad de la
acción de amparo, de acuerdo a lo dispuesto por el art. 43 de la Constitución
nacional, art. 20 de la Constitución Provincial y la Ley 13.928.

III. A. Acto afectado de ilegitimidad manifiesta y arbitrariedad.

Nos encontramos ante un acto arbitrario e inconstitucional emanado de la
JUNTA ELECTORAL del CLUB ATLÉTICO INDEPENDIENTE. Los efectos
del acto de mención se traducen en una ilegítima afectación del derecho
constitucional del debido proceso, legalidad y ejercicio de los derechos
políticos y de asociación (arts. 14, 18, 19, 37 de la Constitución Nacional y
arts. 15 y cc de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires).

III.B.- Autoridad privada fundamentalmente responsable

El acto impugnado proviene de una asociación civil, tal como se detalló en el
punto II.B desarrollado supra.

III. C.- Lesión a garantías y derechos constitucionales:



El accionar demostrado por la demandada, a través del dictado de la
resolución que decide apartar del proceso comicial a los amparistas, se
encuentra en pugna con numerosos principios constitucionales, los que
serán invocados a lo largo de este escrito, pero, en particular, en los puntos
subsiguientes.

III. D.- Competencia:

La nueva formulación del amparo, plasmada por la reforma constitucional de
1994, despeja toda duda en lo que atañe a la competencia, en tanto se
señala, enfáticamente, que “El amparo procederá ante cualquier juez” (art.
20 inc. 2, idem, art. 3 ley 13.928), fórmula que no ha cobijado ninguna
exclusión, lo que conlleva a una interpretación de la voluntad del
constituyente en la dirección propuesta en el presente acápite. También ha
sido la solución de la Corte en los casos “Vázquez”, Ac. 73.808; “D’Biassi”,
causa B-59.181, y “Riusech”, causa B 59.168.

La Corte Suprema de Justicia Nacional también sostiene dicha doctrina a
partir del art. 43 de la C.N. (ver “Empresa Distribuidora del Sur S.A.”, CSJN,
22/05/1997). En sentido concordante se expresa la totalidad de la doctrina
(Morello-Vallefín, en El Amparo. Régimen Procesal, Ed. Platense; Bidart
Campos, Germán, en Régimen Legal del Amparo; Sagües, Néstor P., en
Ley de Amparo).

Sin perjuicio de lo expuesto, V.S. resulta competente para entender en las
presentes actuaciones en razón de que el domicilio legal de la asociación
civil demandada se encuentra en el ámbito del departamento judicial de
Avellaneda – Lanús. 

III. E.- Omisión de autoridad privada (en ejercicio de funciones
administrativas internas):

El accionar de la Comisión Electoral del CLUB ATLÉTICO
INDEPENDIENTE causa agravio en tanto lesiona las garantías
constitucionales que se expresarán en la presente acción, por lo que el
remedio aquí intentado resulta procedente en el sentido expresado por el
articulo 20, inc. 2 de la Constitución Provincial y el artículo 43 de la
Constitución Nacional.

III. F.- Plazo para interponer la acción:

Atento a lo normado por el art. 6 in fine  de la ley 13.928, la presente acción
se deduce dentro del plazo legal de 30 (treinta) días, a partir de la resolución
dictada por la Comisión Electoral del CLUB ATLÉTICO INDENDIENTE.



III. G.- Improcedencia de remedios ordinarios:

Tratándose de una cuestión de violación de derechos y garantías
constitucionales que afectan a los actores, en su calidad de candidatos
frente a  los comicios electorales del CLUB ATLÉTICO INDEPENDIENTE y
teniéndose en cuenta que no existe un procedimiento reglado de revisión o
apelación en las disposiciones de su Estatuto Social, la acción o remedio
adjetivo procedente es la acción de amparo.

Ello es así por la necesidad de contar con un remedio rápido, ágil y eficiente
en la restauración de las garantías conculcadas y por la magnitud y
naturaleza de la lesión inferida.

A su vez, debe tenerse presente que “La exclusión de esta vía porque
existan otros medios, no puede fundarse en una apreciación meramente
ritual, toda vez que la institución tiene por objeto una efectiva protección del
derecho más que una ordenación o resguardo de la competencia” (Fallos
299:350; 305:307, 307.444; Cám. Nacional Admin. Fed. Sala I, 20/12/88).

Es jurisprudencia reiterada que, aún frente a la no consumación de los
recursos ordinarios, si la decisión, en el área pertinente, pudiera ser tardía y
productora de daños irreparables, queda abierta la acción de amparo
(CNCiv, Sala C, 5.11.87, 

in re: “Alvarez Rosalía v. Municipalidad de Buenos Aires”, LL, 1989-A-297;
etc.).

En idéntico sentido, calificada doctrina sostiene que luego de la reforma de
1994 la vía aquí escogida ha dejado de ser excepcional y de interpretación
restrictiva, dado que “...juega como alternativa principal y no subsidiaria”
(MORELLO, Augusto; Diario JA, 28/12/94, en igual sentido Rivas, LL,
1994-1330; Palacios, LL, 1995-D-1242; Carattini, LL, 1995-A-874; Quiroga
Lavie, LL, 1996-E-1057, etc).

Asimismo, mediante la presente se solicita el dictado de una medida
cautelar tendiente a tutelar los derechos de los actores, que se verán
definitivamente frustrados de llevarse adelante el acto electoral del día 19 de
diciembre sin su participación en comicios, en clara e ilegítima proscripción
de los integrantes del trinomio, tal como se evidenciará seguidamente.

IV.- ANTECEDENTES

IV).A) El proceso electoral del Club Atlético Independiente. La comisión
electoral, su conformación y funciones. Breves consideraciones acerca
de lo que ha sido un camino plagado de irregularidades.



El artículo 47 del estatuto del CLUB ALTÉTICO INDEPENDIENTE dispone
que “Los comicios ordinarios se llevarán a cabo cada cuatro (4) años en una
fecha que no deberá exceder de 90 días de la celebración de la Asamblea
Ordinaria de Representantes”.

En relación con dichos comicios ordinarios, es menester señalar que el
artículo 48 dispone que  “La dirección y fiscalización de los comicios estará a
cargo de una Comisión Electoral integrada de la siguiente forma: a) El
Presidente y el Secretario General del Club o quienes los reemplacen
estatutariamente; b) Seis Representantes de Socios, en la proporción de
uno por cada quince y mayor residuo, de las distintas Agrupaciones
representadas, designados por la Asamblea Especial, reunida
estatutariamente antes del quince de junio del ejercicio en que deban
efectuarse los comicios”.

En prieta síntesis, puede decirse que la Comisión Electoral tiene asignadas
las funciones de control de padrón electoral de asociados que remite la
Comisión Directiva (art. 49), notifica a las agrupaciones de la fecha de
convocatoria a elecciones y controla el cumplimiento de los requisitos por
parte de los candidatos (art. 51), dicta las disposiciones para la realización
de los comicios electorales (art. 57) y extiende el nombramientos a los
socios que resultaren electos de los comicios (art. 58 Estatuto Social).

La mentada Comisión Electoral, el 19 de noviembre de 2021 notificó, en los
términos del  primer párrafo del artículo 51 del estatuto social, a la 
Agrupación Independiente Tradicional y a distintas agrupaciones respecto
de la realización de los comicios electorales, previstos para el 19 de
diciembre próximo. (se acompaña como ANEXO I, copia de la notificación
practicada).

En ese sentido, se dio cumplimiento a la norma de mención que establece
que: “Con no menos de 30 días de anticipación a la fecha señalada para los
comicios, la Comisión Electoral, notificará por telegrama colacionado a cada
una de las Agrupaciones de socios inscriptas en forma estatutaria, de la
fecha de la convocatoria .- Dentro del término perentorio de diez días
siguientes deberán oficializarse ante la Comisión Electoral las listas de
candidatos.- Dichas listas deberán hallarse autorizadas por los propios
candidatos y auspiciadas por la agrupación respectiva, indicándose el
número de matrícula, nombre y apellido y domicilio de cada uno.- La
Comisión Electoral tendrá un plazo de cinco días para verificar si los
candidatos y sus auspiciadores reúnen los requisitos estatutarios…”.

Por su parte, el artículo 52 del Estatuto regula la forma en la que las
distintas agrupaciones, que se constituyan con fines electorales, deben
registrarse en la institución. La norma de referencia señala que: “Toda



Agrupación de socios que se constituya con fines electorales, deberá
solicitar la inscripción en el Registro Especial que se habilitará al efecto, por
medio de escrito que deberá ser auspiciado por un número de socios con
derecho a voto, no inferior al 10% de los socios empadronados…”.

Y luego, específicamente determina que: “Esta inscripción deberá renovarse
cada diez años, debiendo el pedido de reinscripción cumplir los mismos
requisitos de los pedidos de inscripción y teniendo igual validez.- La
reinscripción no será necesaria cuando la Agrupación hubiera sido
reconocida como Persona Jurídica por el organismo de aplicación
competente-”.

Es dable señalarse que, con fecha 29/11/21, efectivizamos la presentación
correspondiente, suscripta por las respectivas autoridades de Agrupación
Independiente Tradicional –se adjunta constancia de recepción en el
ANEXO V, mediante el cual se auspició una lista de candidatos y
candidatas, junto con la documental requerida

En el acta Nro. 10, de fecha 30/11/21 (ANEXO VI) la Comisión electoral
intimó, bajo apercibimiento que se tenga por no efectuada la presentación,
que se acompañe certificado de actividades vigentes y copia certificada del
estatuto social de Agrupación Independiente Tradicional, extremo que se
cumplimentó en tiempo y forma, tal como se acredita con las copias
adjuntadas en el ANEXO VII.

Sorpresivamente –o no tanto-, con fecha 04 de diciembre del corriente año,
la CE, tal como consta en el acta Nro. 12, en forma absolutamente arbitraria,
resolvió impedir que los suscriptos podamos participar del proceso
eleccionario del 19 de diciembre. A los fines de sustentar la cuestionable
posición, adujo el incumplimiento de requisitos que no surgen ni de la
anterior intimación ni, en lo que se constituye en un tópico de extrema
gravedad, de la ley.

A los fines de ordenar la exposición, pasaré a marcar los puntos en los que
se sustenta la resolución cuestionada.

En primer término, se hace alusión a que “la entidad no dio cumplimiento a
la normativa legal vigente en cuanto a la aprobación por sus órganos
internos la memoria y balance correspondientes a los ejercicios 30/06/2020
y 30/06/2021”.

Esta exigencia no se constituye en un requisito necesario para la
participación de ninguna agrupación en el acta eleccionario. No existe norma
que requiera la aprobación de la memoria y balance o su presentación por
ante el organismo de fiscalización de las asociaciones civiles. Lo importante
y trascendental es que la agrupación que auspicia a los candidatos se halle



vigente –lo que va en línea con la intimación cursada en el acta Nro. 10- y la
agrupación se hallaba y se halla vigente –permítaseme la reiteración en el
punto-.

Y la agrupación se halla vigente en atención a que ello es lo que resulta de
la simple confrontación del “certificado de vigencia” expedido por la
Dirección de Personas Jurídicas de la Provincia de Buenos Aires que se
presentara oportunamente y se acompaña como ANEXO III.

Esa expedición y el status de “vigente” de AIT halla sustento en la resolución
de la Dirección Provincial de Personas Jurídicas del día 16 de junio de 2.016
-DPPJ Nº 18/2016- ANEXO VIII, que, en su parte pertinente, reza:
“…ESTABLECER el ´ “certificado de vigencia y regularidad” ´. Las
asociaciones civiles que se encuentren al día en la presentación de sus
obligaciones formales para con esta Dirección Provincial (Cfr. Art. 292
Disposición 45/2015) o aquellas con hasta sus tres últimos ejercicios
económicos en mora, podrán obtener el ´ “certificado de vigencia y
regularidad” ´con destinatario genérico, conforme el modelo obrante en
el Anexo 1 de la presente disposición Nº 45/2015” –el remarcado y
subrayado me pertenece-.

En los considerandos de la aludida disposición, la autoridad de aplicación
considera necesario flexibilizar las condiciones formales que las
asociaciones deben cumplir en cuanto a sus obligaciones “graduando las
presentaciones conforme sus especiales características y estructura social
para un mejor y normal desenvolvimiento de estas” en función del bien
común que propugnan.

Además de disponer respecto de la forma, plazo y condiciones de
expedición de los Certificados de Vigencia, diferenciándolos, según se
presenten ante autoridades públicas o privadas (ver arts. 1°, 2° y 3° de la
referida disposición), la aludida disposición prevé la suspensión de la
presentación preasamblearia, modifica la documentación anual básica y
encomienda a una comisión de académicos y representantes la tarea de
profundizar en el análisis de la viabilidad de una reforma en el sistema de
fiscalización.

La sola lectura de la disposición y su mero contraste con lo resuelto por la
Comisión Electoral arroja la evidente nulidad del acto de este órgano social,
que desconoce la totalidad del orden jurídico, tornando la decisión en
manifiestamente ilegítima.

De esta manera, y con arbitrariedad prístina, la Comisión Electoral tropieza
primero con el artículo 14 de la Constitución nacional, que prevé nuestro
derecho a asociarnos con fines útiles, tal como será analizado en el capítulo
respectivo y luego con una norma que regula, específicamente, la materia



en trato.

Claramente la Comisión Electoral ha violado en forma flagrante el principio
de legalidad al solicitar el cumplimiento de requisitos que no establece el
Estatuto del club ni el organismo provincial que regula la materia.

En lo tocante con que el nombre de la agrupación auspiciante difiere de
aquel que surge del estatuto presentado, es dable señalar que esa
diferenciación responde a un error histórico de la DPPJ que posee su origen
en el año 1.976. Prueba de que es un error es que la agrupación se ha
presentado a elecciones en varias oportunidades a lo largo de los más de
cuarenta y cinco años que han pasado desde la fecha de mención y nunca
ha tenido inconvenientes.

Lo cierto y concreto es que el simple repaso de las causales que ha utilizado
la Comisión Electoral para proscribirnos, se constituye, tal como se ha
expresado párrafos arriba, en una flagrante violación al principio de
legalidad.

Lo que ha sucedido en el caso que nos ocupa es que la Comisión Electoral,
en exceso de las facultades que le han sido atribuidas, ha establecido
requisitos que la ley no prevé para privarnos de la posibilidad de participar
de los comicios a celebrarse el próximo 19 de diciembre en el Club Atlético
Independiente. Ni más ni menos que eso.

Sentado cuanto precede, cabe que señale que esta actitud arbitraria de la
Comisión Electoral no es casual, sino que responde a un camino claramente
trazado por la actual comisión directiva del club – a la cual responden- para
impedir la posibilidad de competir a la principal fuerza opositora.

Veamos.

Todo comenzó el 21 de julio próximo pasado cuando, a través de un
accionar absolutamente irregular, se designó a los integrantes de la actual
comisión electoral. En esa ocasión, al momento de determinarse quien
representaría a la oposición en el órgano, se produjo una situación que pone
de manifiesto la forma en la que se maneja la actual comisión directiva. Se
puso en consideración de la asamblea quien iba a ser el representante de la
oposición que integre la Comisión Electoral.  A esos fines, se dio la palabra
a Daniel Ferro, de la Lista Roja, quien propuso para que desempeñe en tal
función al Sr. Francisco Viqueira, integrante de la mencionada agrupación.
Fue en ese momento cuando el Sr. Hugo Moyano, atribuyéndose facultades
que no poseía y a través de una interpretación laxa y a su medida de aquello
que debe hacer quien comanda una asamblea, sostuvo que el Sr. Viqueira
no podía ser designado en tanto no se encontraba presente en la asamblea
y propuso al Sr. Alejandro Villariño, también de Lista Roja, pero aliado del



oficialismo, para que desempeñe el rol de representante de la oposición en
la comisión. Según se puede observar en el canal oficial de Youtube de la
institución, luego del minuto 1:04:00 del siguiente enlace.
https://youtu.be/8WLfZZQSBsQ .

Es decir que el Sr. Moyano se metió en la interna de Lista Roja y designó, a
su antojo, quien debía ser el representante de la oposición que se
desempeñaría en la comisión electoral. Inédito.

La finalidad fue clara. Se buscó y se consiguió tener una Comisión Electoral
absolutamente oficialista, lo que supone una desnaturalización absoluta de
la norma que regula la composición del mentado órgano comicial.

Lógicamente, al someter a votación esa moción, la misma fue aprobada sin
dificultades.

Lo cierto es que el carácter de oficialista del Sr. Villariño ha quedado
plasmado a través de su inclusión en la lista de representantes de socios
presentada el pasado 29 de noviembre. En efecto, el otrora “Lista Roja” y
otrora opositor se encuentra como representante de socios número 49 de la
lista oficialista.

Es decir que, de facto – la utilización de este término es plenamente
intencional-, la comisión electoral no contó con ningún representante de la
oposición.

Tales elementos impregnan la decisión de la Comisión Electoral de vicios
graves que burlan el derecho a asociación y de participación, ambos de
raigambre constitucional.

El “pase” de Villariño de las filas de Lista Roja a la lista que aglutina al
oficialismo, debe redundar, inexorablemente, en la anulación del voto
emitido por encontrarse afectado de evidente parcialidad.

La cuestión no es menor, ya que la Comisión Electoral, en tanto órgano
colegiado, presupone, en orden a la toma de las decisiones que derivasen
del ejercicio de las funciones asignadas, la deliberación de sus integrantes;
ello impedido, por los motivos que fuesen, altera y desvirtúa el sentido
mismo de la pluralidad del órgano. En esta dirección, la Corte Suprema de
Justicia de la Nación ha señalado que existe “… una regla esencial en el
funcionamiento de todo cuerpo o tribunal colegiado, consistente en que sus
miembros deben deliberar hasta tanto alcancen el consenso necesario para
tomar decisiones con las mayorías requeridas por los textos normativos”
(CSJN, Fallos: 329: 3109, en autos “Barbarosch, Alfredo”, del 10/8/06).

No está de más señalar que la posibilidad de deliberación en el contexto que



se ha planteado no es ni más ni menos que una utopía. 

Por ello es que adquiere relevancia la conformación de la Comisión
Electoral, y la falta de participación concreta y efectiva de la oposición en la
discusión relacionada con aspectos estrechamente vinculados con los
intereses electorales tiñe de nulidad del proceso eleccionario.

Pero las irregularidades no terminan aquí.

El 23 de noviembre del corriente año, los Sres. Fabián Domán, Juan
Marconi y Federico Buceta, candidatos a Presidente, Vicepresidente
segundo y secretario de cultura y educación por la lista auspiciada por
Agrupación Independiente Tradicional fueron citados, en los términos de lo
que establece el art. 14 de la Junta de Reglamento y Ética del CAI, para el
día 2 de diciembre próximo pasado a efectos de que se les corra traslado de
las actuaciones caratuladas “Doman, Fabián y Otros por infracción a los
arts. 39, incisos a) y b) del estatuto social”.

Lo cierto es que los tres imputados concurrieron a la cita, pero, en otro
hecho sorprendente, no se pudo producir el mentado traslado de las
actuaciones, sencillamente porque no existían actuaciones que trasladar. No
se había formado ningún expediente, extremo que se traduce en una nueva
violación al Estatuto Social. Es dable señalar que la carencia de actuaciones
ha quedado plasmada en el acta labrada con motivo de la comparecencia
de Federico Buceta, cuya copia se acompaña como ANEXO IX.

         El acta rubricada en aquella ocasión reseña que “Acto seguido el
requirente solicita se le corra vista del Dictamen fundado previsto en el
art.13, párrafo segundo de RJDE. Y demás actuaciones labradas en el
marco de la presente actuación oficio. Ante lo cual los integrantes de la
Junta de Ética y Disciplina presentes en el acto manifiestan conjuntamente
con las notificaciones oportunamente remitidas la presente es la única pieza
documental existente en la causa” -se adjunta copia del acta de mención,
como ANEXO IX.

         Es importante señalar que el art. 13 del RJDE (ANEXO IX) establece,
como paso previo al traslado que se instrumentara en el acta mencionada
en el párrafo que antecede, la necesaria confección de un dictamen fundado
que determine la prosecución de la causa. Es a través de ese acto, reitero,
ineludible, que se impulsa la acción.

          Sólo en este supuesto, de acuerdo a lo que establece el art. 14 del
mismo cuerpo normativo, se debe dar traslado al denunciado, por el plazo
de 15 días hábiles de los cargos formulados, con entrega de las copias
pertinentes.



En el caso que nos ocupa, se omitió la elaboración del dictamen, la
formación de un legajo con las constancias de la causa y, sin más, se
procedió conforme al art. 14, sin entrega de copias de las actuaciones, ello
porque no existían actuaciones.

Debo poner en conocimiento de V.S. que la conducta endilgada a Fabián
Doman, Juan Marconi y Federico Buceta es la de haber ingresado al hall del
club por la puerta destinada a la salida y por no llevar barbijo colocado.

Este escenario de ilegalidad, de atajo, además de poner de manifiesto la
clara voluntad de poner obstáculos en el camino de aquellos que se
constituían y se constituyen en una real amenaza electoral para el
oficialismo, con Hugo Moyano a la cabeza, marcan la existencia de una
doble vara en lo que tiene que ver con la valoración de las normas que
regulan la vida de la institución.

        Nótese que, por un lado, se han exacerbado los controles para no
permitir que una agrupación, legítimamente constituida, se presente en las
elecciones y, por el otro, se han omitido formalidades de trascendencia en la
tramitación del sumario en contra de los componentes de la principal lista
opositora.

         Pero entiendo que existe otro elemento que debe considerarse a los
fines de abordar en forma íntegra la cuestión.

          Todo lo expuesto pone en evidencia que el club se desarrolla en un
contexto de absoluta irregularidad, un contexto que marca que las reglas se
aplican con rigurosidad para los otros y en forma laxa para los propios
–cuando no se omiten-.              

          Pero volvamos a la Comisión Electoral. Este órgano, que posee como
función primordial, el control del cumplimiento de los requisitos por parte de
los candidatos y las agrupaciones (art. 51 E.S.) y la determinación de
quienes pueden participar de las elecciones, se encuentra integrado, de
hecho, sólo por miembros del oficialismo, tal como se expresara con
anterioridad.

           Como si esto fuera poco, al carácter de oficialistas de todos los
integrantes del grupo, debe adicionarse algo que es grave e intolerable
desde el punto de vista de lo que debe ser un proceso transparente. Varios
de los integrantes del cuerpo se han expresado abierta y públicamente en
contra de los integrantes del trinomio de Unidad Independiente.

         Los integrantes del organismo, que suscribieron el acta en crisis, han
sido los Sres. Miguel Ángel Otero, Fabián Ciol, Fernando Giannasttasio,
Alejandro VILLARIÑO -el Lista Roja converso- y, presidiendo la Secretaría,



el Sr. Marcelo RUBIO.

         Esta animadversión se verifica a poco de navegar en las redes
sociales de los mismos, circunstancia que patentiza la carencia de
imparcialidad por parte de los nombrados.

         Todo lo expuesto ha tenido como resultado el dictado de un decisorio
que carece de los elementos básicos para que pueda ser considerado como
un un acto constitucional y estatutariamente válido. En efecto, los miembros
de la Junta Electoral han dictado una resolución abiertamente contraria a las
normas estatutarias y lo han hecho con la única finalidad de evitar que el
trinomio de amparistas participe de las elecciones del día 19 de diciembre
del corriente.

          A modo de ejemplo, puede citarse una nota publicada en el diario
“Clarín” el día 2 de diciembre próximo pasado en la que se hace referencia a
aquello que he venido sosteniendo. La nota se titula “Una recta final
demasiado caliente hacia las elecciones”. En el último párrafo de la mentada
publicación se sostiene que “Ese organismo se conformó en Asamblea en
julio y dos de sus miembros, Fabián Ciol y Miguel Otero, se expresaron
abiertamente en sus redes en contra de Domán, a quien mediante la edición
de una imagen lo emparentaron con el ex presidente Javier Cantero”. Se
adjunta al 

ANEXO X

          En definitiva, entiendo que no pueden existir dudas que todos los
sujetos que componen comisión –hablo de la electora, la directiva, en
general, merecería un punto aparte-, no poseen la imparcialidad y
objetividad necesaria para resolver las cuestiones que les son sometidas a
revisión, lo que queda en evidencia con la resolución que en este acto se
denuncia.

           Recordemos en el punto que la CSJN, en el emblemático precedente
“Llerena, Horacio Luis”, L. 486 XXXVI, causa 3.221, resuelta el 17 de mayo
de 2.005 destacó la necesidad de la imparcialidad desde el punto de vista
objetivo, es decir que el proceso debe “ofrecer garantías suficientes para
que no haya duda legítima al respecto, y que bajo ese análisis objetivo, se
debe determinar  si, aparte del comportamiento personal, hay hechos
averiguables que podría suscitar dudas respecto de la imparcialidad” (del
voto de Highton de Nolasco, Fayt, Petracchi, Maqueda, Zaffaroni y Argibay).

Pero esto no es todo.

Nuestro Máximo Tribunal, en fallos 327:5863 y más acá en el tiempo
-08.08.2006., en los autos “Dieser, María G. y Fraticelli, Carlos A., causa



120/02, con remisión a los argumentos del Procurador General, ha
establecido que “…la garantía en cuestión ha sido interpretada por el
Tribunal Europeo de Derechos Humanos , al señalar que en materia de
imparcialidad lo decisivo es  establecer si, ya desde el punto de vista
de las circunstancias externas (objetivas), existen elementos que
autoricen a abrigar dudas con relación a la imparcialidad…-conf. Casos
´ “Delcourt c. Belgica, entre otros”.

     A lo expuesto, la CSJN agregó que tales criterios jurisprudenciales han
sido asumidos por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos como
aplicables a la interpretación de la garantía del art. 8.1 de la CADH (conf.
Informe 5/96, caso “Mejía c. Perú”), al expresar que “la imparcialidad
objetiva impide que el Tribunal o Juez ofrezca suficientes garantías que
eliminen cualquier duda acerca de la imparcialidad…” (del dictamen del
Procurador General, cuyos fundamentos comparten los Jueces Highton de
Nolasco, Petracchi, Maqueda y Zaffaroni).

Entiendo que el mero repaso de las conductas previas de los integrantes de
la Comisión Electoral y su claro interés en la forma en la que se ha resuelto
la cuestión sometido a su examen, marca a las claras que si algo falta en su
actuación es la imparcialidad.

Más allá de lo expuesto, cabe traer a colación que Giannatasio forma parte
de los dos cuerpos -léase Comisión Electoral y JDyE- que actuó, al igual que
sus compañeros de cuerpo, manifiestamente en contra de los intereses
sociales y de los suscriptos en particular, solo en favor de sus propios
intereses. https://clubaindependiente.com.ar/socios/disciplinaetica.

  Adicionalmente a lo señalado, cabe destacar que la Comisión Electoral, en
el acta en crisis, ha sostenido que la Agrupación Independiente
TRADICIONAL no cumplió con aspectos formales necesarios para el
auspicio de sus candidatos (entre ellos, la realización de una asamblea de
asociados en un plazo de ciento veinte días previa).

  Es dificultoso explicar lo obvio. Pero es preciso aclarar que la intromisión
de la Comisión Electoral en la vida interna de la asociación civil
Agrupación Independiente Tradicional es completamente improcedente
y no puede, bajo ningún concepto, constituir una causal de exclusión
de sus candidatos.

  En ese escenario, la imposición de un plazo y una condición previa resulta
resorte exclusivo de los asociados de esa asociación civil y – como se dijo-
ajeno a la competencia de la Comisión Electoral.

  Por otra parte, el plazo señalado es de imposible cumplimiento ante la
disposición asamblearia del CLUB ATLÉTICO INDEPENDIENTE en cuanto



a que las elecciones serán el 19 de diciembre y en razón de que la
Agrupación Independiente TRADICIONAL, así como también el resto de las
agrupaciones, fue notificada de ese acto con 60 (sesenta) días de
antelación.

  Y quiero señalar algo que señalo muy habitualmente y que hace a la
esencia de la adecuada resolución de las controversias. Los Jueces no
están ciertamente atados a disposiciones instrumentales sino a la solución
del caso concreto conforme al mandato constitucional, primario y esencial
sustento normativo de una decisión justa. Es así que, si se entendiera el
presente caso como una situación de conflicto de normas, corresponde
tener presente que los derechos constitucionalmente incorporados son los
más importantes que reconoce la comunidad y que es necesario sostener su
prevalencia frente a tales supuestos de conflicto.

 En virtud de ello y en el entendimiento que no existe una solución ajustada
a derecho que sea contraria a la propugnada por esta parte, es que entiendo
que debe resolverse la inaplicabilidad del acta labrada por la Comisión
Electoral.

V).- La vulneración de principios y derechos constitucionales

V.A).- El ejercicio de los derechos políticos.

La Constitución Nacional, en su artículo 37, “garantiza el pleno ejercicio de
los derechos políticos, con arreglo al principio de la soberanía popular y de
las leyes que se dicten en consecuencia”.

Respecto del derecho al sufragio, nuestro Máximo Tribunal Nacional  
expresó que, además de ser un derecho de naturaleza política, es una
función constitucional y su ejercicio un poder de la comunidad nacional, es
decir, una competencia constitucional dentro de los límites y bajo las
condiciones que la misma Constitución ha determinado. (cfr. Fallos
312:2191, cons. 7º, del voto de la mayoría, con cita de R. Carré de Malberg,
Teoría General del Estado, versión española, Fondo de Cultura Económica,
México, 1948, págs. 1144 y sgtes. y Fallos 325:524).

En resumidas cuentas, el derecho a votar libremente por el candidato de la
propia elección es de la esencia de la sociedad democrática, y cualquier
restricción a este derecho golpea el corazón del sistema representativo (cf.
voto del Chief Justicie Warren 377 U.S. 533, Reynolds v. Sims 1964, punto
II, primer párrafo, in fine).

Sin perjuicio de lo expuesto, la Constitución Nacional no ha mencionado,
conjuntamente con el derecho de votar, el correlativo derecho a ser elegido
pero la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH), incorporada



a nuestra Constitución Nacional en mérito art. 75 inc. 22, expresamente lo
dispone en su art. 23, inciso b.

En relación con los criterios generales sobre el derecho a presentarse como
candidato en cargos electivos, la Observación Nro. 25 del Comité de los
Derechos Humanos estableció que nadie puede ser privado de ese derecho
sobre requisitos irrazonables o discriminatorios, garantizando la libertad de
reunión, expresión y asociación (OBSERVACIÓN GENERAL N° 25,
PARTICIPACIÓN EN LOS ASUNTOS PUBLICOS Y DERECHO DE VOTO.
PIDCP. 57 PERIODO DE SESIONES, U.N. DOC. HRI/GEN/1/REV.7 AT
194, 1996).

Por su parte, la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires,
ha decidido que  las restricciones al goce y ejercicio de los derechos de
elegir y ser elegido, no pueden ser aplicadas sino conforme a las leyes que
se dicten por razones de interés general. El marco legal debe precisar
claramente bajo qué circunstancias pueden ser restringidos o suspendidos
los derechos electorales de una persona, de qué forma y en qué grado.
Cualquier limitación o restricción al derecho de votar o a ser votado
sólo se puede justificar en circunstancias excepcionales (conf. SCBA
LP A 73506 RSD-24-16 S 22/03/2016 Juez GENOUD (OP) Carátula:
Scarimbolo, Martín s/ Amparo. Recurso extraordinario de inaplicabilidad de
ley; CCASM in re: causa N° 5.929, caratulada “Participación Colectiva c/
Junta Electoral del Colegio de Psicólogos de la Provincia de Buenos Aires
Distrito XIV s/ Recurso Directo”, sentencia del 22 de noviembre de 2.016 y
CCASM causa N° 7.239, Caratulada “Lista Colegio Abierto C/ Colegio De
Psicologos De La Prov. De Bs. As. Distrito XV S/ Impugnación Directa Actos
Adm. Definitivos Col. O Con. Profesion.” Res. de fechas 27 y 30/11/2018).

En este punto, además resulta oportuno mencionar que “el principio de
participación es un peso muy importante entre los principios rectores en
materia electoral […] Esto significa, en sustancia, que cuando los tribunales
electorales se enfrentan a casos difíciles, y en los cuales está en juego la
participación política de las personas o de las agrupaciones partidarias que
ellas integran, privilegian la interpretación que permite la participación
antes que aquella que la restringe.” (Hernán R. Gonçalves Figueiredo,
“Principios Electorales”, en Alberto Dalla Via (Coordinador), “Los Derechos
Electorales y la Representación Política”, Buenos Aires, Abeledo Perrot
Revista Jurídica de Buenos Aires - 2014 - II Facultad de Derecho -
Universidad de Buenos Aires Departamento de Publicaciones 2015, p. 85, el
destacado es propio).

Asimismo, la Cámara Nacional Electoral tiene dicho reiteradamente que
“entre dos posibles soluciones debe primar aquella que mejor se adecue al
principio de participación, rector en materia electoral” y que “en caso de
duda el intérprete debe inclinarse por la solución más compatible con el



ejercicio de los derechos”. (Fallos CNE 2167/96, 2528/99 y 3451/05, entre
otros).

               En tal orden de ideas, es necesario puntualizar que el derecho de
sufragio de los socios y a ser votado, debe interpretarse como método para
designar la representación, es decir, como principio no ya de la democracia
en general, sino en particular de la democracia representativa. Difícilmente
pueda aceptarse que haya representación sin elección, ni limitación
temporal del poder sin elecciones periódicas.

           En tal sentido, la evidente vulneración de nuestros derechos políticos
tiene una férrea vinculación con la periodicidad de los cargos y la
representación como administradores el patrimonio común de los asociados.

          Al respecto, Ernesto Eduardo Martorell señala que la periodicidad de
los cargos se encuentra vinculada con el derecho que tienen todos los
socios a postularse para el desempeño de cargos electivos y también  con
un principio de carácter moral, que afirma que son mucho más sanas
aquellas administraciones en las cuales quienes ocupan cargos saben que
estarán indefinidamente en la titularidad de su desempeño y que serán
reemplazados por otros sujetos, que quizás revean o cuestionen su
actuación tras su alejamiento (Martorell, Ernesto Eduardo, “Los Directores
de Sociedades Anónimas”, Ed. Depalma, pág. 224).

V.B).- El debido proceso:

Conforme fuera expuesto anteriormente, el proceso de verificación
desarrollado por la Comisión Electoral que dispuso arbitraria e
infundadamente la “proscripción” de los actores a participar en las
elecciones del CLUB ATLÉTICO INDEPENDIENTE, dista de considerarse
como adecuado a derecho.

No debe soslayarse que el principio de debido proceso importa una
expresión de la garantías consagradas en el artículo 18 de la Constitución
Nacional y el artículo 8° de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos (Pacto San José de Costa Rica), en los artículos 2, inciso 3, y 14
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y en el artículo 10 de
la Declaración Universal de Derechos Humanos, todos ellos con jerarquía
constitucional conforme lo expresa el artículo 75, inciso 22, de nuestra Carta
Magna.

En ese marco de situación, cabe señalar la afectación a la garantía de
imparcialidad de los integrantes de la Comisión Electoral resulta por demás 
evidente, conforme lo supra expuesto. Y sus motivaciones escondieron una
finalidad desviada y contraria a la vida institucional de la asociación civil.



Es decir, su propósito no fue el desarrollo de un proceso de verificación de
los elementos objetivos y subjetivos de los candidatos propuestos, sino
adoptar una decisión que los favorezca electoralmente en virtud de la simple
inhabilitación de una lista competidora. 

Por otra parte, notará V.S. que las intimaciones dispuestas por acta número
10 (diez), no se condicen con las causales – ilegítimas e infundadas -
invocadas por la Comisión Electoral para determinar la exclusión de los
suscriptos del acto electoral.

Es evidente, a poco que se analicen en su conjunto las actas labradas por la
Comisión Electoral, que no existe congruencia y relación directa entre las
anomalías o defectos planteados al inicio del proceso y los fundamentos
indicados en el acto que excluyó a los suscriptos del proceso electoral.

En base a consideraciones incongruentes y prescindiendo de los
instrumentos acompañados – en cumplimiento de las infundadas y
excesivas intimaciones cursadas – los integrantes de la  Comisión Electoral
adoptaron una decisión que previamente habían diseñado.  Consistente en
impedir que los suscriptos compitan en el acto eleccionario.

La potestad de la junta, como todo órgano, debe observar la garantía del
debido proceso legal (art. 18 C.N.),  lo cual significa que la medida (acta de
la comisión electoral) debe ser el resultado de un proceso en el que se haya
asegurado el derecho de defensa del asociado, que forma parte del elenco
de derechos humanos básicos (CROVI, ob. cit. pág. 108; Justicia Nacional
en lo Civil ha establecido en el fallo "DI ZEO, Rafael y otro al CLUB
ATLÉTICO BOCA JUNIORS ASOCIACIÓN CIVIL s/ AMPARO” , Expte. N°
49.009/2014) y se encuentra, en el caso, regulado en el estatuto, en los
artículos 51 y 52 ya citados.

Pues bien, a poco que se analice el contenido de las dos actas puede
concluirse que la Comisión Electoral omitió la previa intimación respecto de
las observaciones por las que finalmente rechaza la participación de la lista
de nuestra agrupación.

En efecto, luego de la primera intimación (Acta Nro. 10 C.E.), en el ACTA
Nº12 C.E. se incluyen nuevas observaciones respecto de las que no se dio
cuenta en la primera oportunidad y mucho menos se otorgó a la agrupación
la posibilidad de subsanarlas o eventualmente impugnar los requisitos ante
la misma Comisión como forma de armonizar las prerrogativas del cuerpo, el
derecho a participar y los fines de interés público que ostentan los clubes de
fútbol en el conurbano.

El derecho a que todas las decisiones resulten producto de un
procedimiento adecuado y razonable, debieron extremarse en este caso, a



la luz del derecho a la participación política de los asociados y de los
candidatos a través de los que vehiculizan dicho derecho, como
consecuencia del principio de representatividad.

Cabe descartar que el carácter administrativo del procedimiento seguido por
el CLUB ATLÉTICO INDEPENDIENTE pueda erigirse en un óbice para la
aplicación de los principios reseñados, pues en el estado de derecho la
vigencia de las garantías enunciadas por el art. 8 de la citada Convención no
se encuentra limitada al Poder Judicial —en el ejercicio eminente de tal
función—, sino que deben ser respetadas por todo órgano o autoridad. Ha
sostenido al respecto la Corte Interamericana de Derechos Humanos que
cuando la convención se refiere al derecho de toda persona a ser oída por
un tribunal competente para la determinación de sus derechos, esta
expresión se refiere a cualquier autoridad pública, sea administrativa,
legislativa o judicial que, a través de sus resoluciones, determine derechos y
obligaciones de personas. Por la razón mencionada, esa Corte considera
"que cualquier órgano del Estado que ejerza funciones de carácter
materialmente jurisdiccional, tiene obligación de adoptar resoluciones
apegadas a las garantías del debido proceso legal en los términos del art. 8
de la Convención Americana" (caso "Tribunal Constitucional vs. Perú",
sentencia del 31 de enero de 2001, párrafo 71; CSJN; in re “Losicer, Jorge
Alberto y otros c. BCRA - Resol. 169/05”; Fallos 335:1126).

Por el contrario, y transgrediendo toda interpretación razonable de la
normativa estatutaria, administrativa y legal, la Comisión Electoral actuó con
excesivo rigor formal, desnaturalizando el procedimiento pre eleccionario,
violando plazos e instancias previas, y desconociendo el carácter del acto
administrativo emanado de la Dirección de Personas Jurídicas (el certificado
de vigencia).

Cabe resaltar que el exceso ritual manifiesto es aquél que se configura
frente a una resolución que ha renunciado en forma consciente a la verdad
jurídica objetiva patente en los hechos, lo cual deriva un menoscabo de la
justicia.

El fundamento esencial de la doctrina del exceso ritual manifiesto, elaborada
por la Corte Suprema, reza que las formas no pueden impedir el acceso a la
“verdad” y a la “justicia”, conceptos jurídicos indeterminados cuyo rico
análisis exceden las presentes líneas.

Ha resuelto la Corte Suprema de Justicia de la Nación, in re: “Domingo
Colalillo v. Compañía de Seguros España y Río de La Plata” —Fallos:
238:550—, sentencia del 18 de septiembre de 1957, que “[e]l proceso (…)
no puede ser conducido en términos estrictamente formales. No se trata
ciertamente del cumplimiento de ritos caprichosos, sino del desarrollo de
procedimientos destinados al establecimiento de la verdad jurídica objetiva,



que es su norte. // [l]os jueces tendrán, en cualquier estado del juicio, la
facultad de disponer las medidas necesarias para establecer los hechos
debatidos. Y tal facultad no puede ser renunciada, en circunstancias en que
su eficacia para la determinación de la verdad sea indudable. En caso
contrario, la sentencia no sería aplicación de la ley a los hechos del caso,
sino precisamente la frustración ritual de la aplicación del derecho”.

V. C).- Derecho a asociarse y Principio de Legalidad:

Partimos de la base de que vivimos en un estado de derecho, que se
caracteriza por el sometimiento de las instituciones a la Constitución
Nacional y a la ley.

En ese marco, el principio de legalidad, integrado en forma indivisible con el
de razonabilidad o justicia, resulta esencial y se postula el sometimiento de
los sujetos de derecho (públicos o privados) no sólo a la norma jurídica en
sentido formal, sino a todo el ordenamiento jurídico, entendido éste como
una realidad dinámica.

Como derivación del derecho a asociarse con fines útiles (art. 14 CN) y de la
potestad reglamentaria de derechos constitucionales (arts. 14 y 28), el
artículo 174 del CCyC prevé que las asociaciones civiles se encuentran
sujetas al contralor estatal y requieren autorización para funcionar. Por otro
lado, están sujetas al “contralor permanente de la autoridad competente,
nacional o local, según corresponda”.

 El artículo se refiere al denominado “poder de policía” del Estado en el
funcionamiento de las personas jurídicas. Se trata de una facultad de
reserva por la Constitución nacional a las provincias (a través de la
“Dirección de personas jurídicas”) para las entidades domiciliadas es en sus
respectivos territorios.

La labor de control se lleva a cabo durante la constitución, funcionamiento y
disolución de la persona jurídica, hallándose sujeto, claro está, a los
recursos “judiciales” que la ley prevé contra las decisiones administrativas
que se dicten al respecto. 

El Estado no se limita conceder (o no) la personería jurídica; vigila, además,
el funcionamiento de la entidad (si se ajusta a las pautas legales y
estatutarias vigentes); a ese efecto, puede enviar veedores a las asambleas,
pedir informes, disponer su intervención en caso de graves irregularidades e
incluso ordenar el retiro de la “personería jurídica”. 

En suma, el derecho de asociación no es absoluto; por el contrario,
encuentra límites en el poder de policía del Estado sobre las asociaciones,
respecto a la autorización de la personería jurídica. Así las cosas, la libertad



de asociación, como todo derecho constitucional, está sujeta a las leyes que
reglamentan su ejercicio; estas no deben alterar su sustancia y deben
guiarse por el principio de razonabilidad (Kemelmajer de Carlucci, Aída;
Boretto, Mauricio; Manual de derecho privado; Eudeba- Rubinzal Culzoni,
año 2020, pps. 168/169).

Pues bien, en ejercicio de dicho poder de policía el Estado Provincial, a
través de la Dirección Provincial de Personas Jurídicas, emite certificados de
vigencia respecto de asociaciones civiles, sociedades comerciales, etcétera.

A fin de comprender el alcance de dicho certificado, es necesario acudir a la
Disposición 18/16, emitida, por la Dirección Provincial referida, el 16 de junio
de 2.016, por la Dirección Provincial referida (ANEXO VIII). La disposición
resuelve: “ESTABLECER el “certificado de vigencia y regularidad” . Las
asociaciones civiles que se encuentren al día en la presentación de sus
obligaciones formales para con esta Dirección Provincial (Cfr. Art. 292
Disposición 45/2015) o aquellas con hasta sus tres últimos ejercicios
económicos en mora, podrán obtener el “certificado de vigencia y
regularidad” con destinatario genérico, conforme el modelo obrante en
el Anexo 1 de la presente disposición Nº 45/2015” –el remarcado y
subrayado me pertenece-.

Así pues, la Comisión Electoral no puede lisa y llanamente desconocer los
derechos que emergen del Certificado de Vigencia respecto de la
agrupación que auspiciara nuestra candidatura, ya que dicho acto se trata
de un acto administrativo de registro emanado de la autoridad de aplicación
que tiene la máxima competencia en la materia (Dirección Provincial de
Personas Jurídicas).

El desconocimiento de los alcances y vigencia de dicho acto administrativo,
sumado a las múltiples irregularidades que presenta la resolución
impugnada, resultan constitutivas de un desapego al principio de legalidad
que no debe ser tolerado por los magistrados.

V.d).- Principio de Seguridad Jurídica:

Sin perjuicio de lo hasta aquí expuesto, la discrecionalidad y arbitrariedad de
la Comisión Electoral afecta el principio de seguridad jurídica, valor al que la
Corte Suprema de Justicia Nacional ha reconocido jerarquía constitucional
(cfr. Fallos: 220:5; 243:465; 251:78; 253:47; 254:62; 316:3231; 317:218,
entre otros).

Las garantías constitucionales y convencionales, soslayadas por la
Comisión Electoral, son el soporte de la seguridad jurídica de las
instituciones públicas y privadas, no pudiendo quedar a merced de
determinados actos arbitrarios e ilegítimos que resuelven cuestiones de



enorme trascendencia para la vida institucional del CLUB ATLÉTICO
INDEPENDIENTE.

VI.- SOLICITA SE OTORGUE MEDIDA CAUTELAR:

En este punto, se solicita a V.S. proceda al dictado de una medida cautelar,
tendiente a (i) la suspensión del acto electoral previsto para el 19 de
diciembre próximo, hasta que se resuelva la presente acción de amparo; o
bien a (ii) la suspensión de efectos de la resolución de la Comisión Electoral
del CLUB ATLÉTICO INDEPENDINTE con la consiguiente autorización para
participar en la instancia electoral del día 19 de diciembre del corriente.

Deberá tener en cuenta VS que el modo menos gravoso de dar garantía a
un eventual pronunciamiento favorable de la presente acción de amparo es
– cuanto menos - la suspensión del acto eleccionario hasta que se dicte
sentencia definitiva en esta causa, pues de lo contrario podría configurarse
una nulidad más gravosa, que es la de todo el acto electoral.

En este sentido, resulta idónea la medida cautelar solicitada, y así lo ha
reconocido la doctrina, al sostener que: la medida innovativa es, aquella
cautela excepcional que tiende a alterar el estado de hecho o de derecho
existente antes de la petición de su dictado; medida que se traduce en la
injerencia del juez -sin que medie sentencia firme- en la esfera de libertad de
los justiciables a través de una orden de que cese una actividad contraria a
derecho o que se retrotraigan las resultas consumadas de una actividad de
igual tenor” (conf. PEYRANO, Jorge; Medida Cautelar Innovativa, Depalma,
Buenos Aires, 1981, pág. 21, citado por LOGAR, Ana C.; “Las medidas
cautelares en el nuevo Código Contencioso Administrativo de la Provincia de
Buenos Aires” en El nuevo proceso contencioso administrativo de la
Provincia de Buenos Aires (obra colectiva), Librería Editora Platense, La
Plata, 2004, pág. 471).

VI. A.- Requisitos de procedencia:

A los efectos de obtener la pretensión cautelar que se solicita, a
continuación, se justifican los extremos de procedencia de la medida.

VI. A. 1.- Verosimilitud en el derecho:

Preliminarmente, es necesario destacar que nuestro Máximo Tribunal
Nacional resolvió que de la verosimilitud del derecho no consiste en un
análisis de certeza sobre la existencia del derecho pretendido, ni un juicio de
verdad, sino que se trata de advertir lo verosímil e hipotético (CSJN,
22/12/92, I.90.XXIV. Originario: “Iribarren, Casiano Rafael c/Santa Fe,
Provincia de s/acción declarativa”, E.D. 154-190, considerando 4º.        



Por su parte, calificada doctrina sostienen que “Por lo que se refiere a la
investigación sobre el derecho, la cognición cautelar se limita en todos los
casos a un juicio de probabilidad y de verosimilitud. declarar la certeza de la
existencia del derecho es función de la providencia principal: en sede
cautelar, basta que la existencia del derecho aparezca verosímil, o sea, para
decirlo con mayor claridad, basta que, según un cálculo de probabilidades,
se pueda prever que la providencia principal declarará el derecho en sentido
favorable a aquel que se solicita la medida cautelar” (CALAMANDREI, Piero;
Introducción al Estudio Sistemático de las Providencias Cautelares, El Foro,
Buenos Aires, 1997, pág. 77).

No obstante esto, del relato desarrollado en la presente pieza ha quedado
suficientemente demostrada la ilegalidad y arbitrariedad de la resolución
impugnada de y los perjuicios que irroga a los actores.  

Por ello, la doctrina nacional viene sosteniendo que: “…se ha abierto camino
una tendencia amplia y flexible, que ha terminado por prevalecer, porque
tanto o más que al interés privado del solicitante, interesa al orden público
que la justicia no fracase por la inevitable lentitud de su actuación, motivo
por el cual se viene resolviendo que es preferible un exceso en acordarlas
que la parquedad en desestimarlas, ya que con ello se satisface el ideal de
brindar seguridades para la hipótesis de triunfo” (Morello, Passi Lanza,
Sosa, Berizonce, Códigos procesales, V III)

Particularmente, en el marco de la medida solicitada el análisis de derecho
invocado debe efectuarse sobre la base del ineludible estudio de las normas
estatutarias y legales invocadas en la presente (Cfr. Art. 51, 52 y
concordantes del Estatuto Social y 171, 174 y concordantes del Código Civil
y Comercial). Por lo cual, la decisión de la Comisión Electoral resulta
manifiestamente afectada de nulidad, cuya declaración se solicita se declare
oportunamente. 

V.S. sabrá advertir que el derecho que se invoca no requiere indagaciones
de hecho ni mayor análisis para evidenciar verosimilitud suficiente. De esta
manera, de no concederse la tutela que se requiere la Comisión Electoral
consolidará una maniobra iniciada por la Comisión Directiva que implica una
burla al interés público que detenta la institucionalidad social de un club
deportivo de la naturaleza de Independiente.

En efecto, de no otorgarse la pretensión tutelar cualquier medida
posterior resultará ineficaz, ya que la fecha prevista para las
Elecciones (19 de octubre de 2021) se encuentra muy cercana en el
tiempo y la falta de tutela anticipada tornará ilusorios nuestros
derechos frente a los plazos estatutarios.

Es por ello que se requiere a V.S. que ordene la suspensión de las



elecciones o de los efectos del acto de Comisión Electoral del Club Atlético
Independiente que obstruye la participación electoral de la agrupación que
presido.

La falta de admisión de la tutela preventiva que se solicita en un plazo
brevísimo tornará en irreparables las consecuencias del accionar de la
dirigencia del Club.

Por todo lo expuesto, considero, criterio que será compartido por V.S., que
la verosimilitud del derecho se encuentra acreditada en su máxima
expresión en las presentes actuaciones.

VI. A. 2.- Peligro en la demora:

Tal como fuera expuesto anteriormente, las elecciones del CLUB ATLÉTICO
INDEPENDIENTE tendientes a renovar los cargos de su órgano de
administración (comisión directiva) y gobierno (representantes de socios) se
desarrollarán el 19 de diciembre del corriente año, conforme se resolvió en
la ASAMBLEA ESPECIAL pertinente y surge de las intimaciones y
documentación que integra la prueba ofrecida.

Como V.S. sabrá apreciar, el peligro en la demora se encuentra configurado
por la premura del acto electoral por lo que sólo ordenando su suspensión
inmediata o la suspensión de los efectos de la resolución impugnada es
posible evitar la realización de un acto eleccionario absolutamente teñido de
precariedad y arbitrariedad que, a tenor de lo expuesto en esta presentación
en su conjunto, configuraría la más flagrante violación de la institucionalidad
de la nación, de un modo difícil de corregir a posteriori.

Por ello, si se permitiese aplicación inmediata de la resolución de la
Comisión Electoral impugnada supone convertir en ilusorios los derechos
que invocamos, toda vez que si se admitiera avanzar en este arbitrario
proceso eleccionario en marcha, se consentirían las violaciones
constitucionales alegadas.

Resulta evidente que la continuidad del proceso electoral sin la previa y
debida subsanación de las nulidades advertidas produciría a esta parte
un gravamen irreparable, con un consiguiente perjuicio a los socios de
la institución.

El requisito periculum in mora se verifica por cuanto, existe un peligro
cierto del acaecimiento de un daño irreparable, derivado de la
continuación del proceso electoral con la proscripción de la
agrupación actora, confirmando una nómina de candidatos a participar
del acto comicial basado en antecedentes de hecho y derecho falsos,
que no traslucen otra finalidad que la de excluir a la lista competidora



con mayor posibilidad de ganar las elecciones.

Tal como fuera expuesto en el presente escrito, a cuyos términos nos
remitimos en mérito a la brevedad, la inminente vulneración de los principios
que deben regir a la institucionalidad del CLUB ATLÉTICO
INDEPENDIENTE y, consecuentemente, los perjuicios que pudiesen sufrir
los actores torna en urgente el dictado de la medida cautelar solicitada.

En tal sentido, a riesgo de resultar reiterativo, es necesario hacer notar que
el acto de la Comisión Electoral transgrede palmariamente normas de orden
público y por lo tanto se ve afectado de nulidad manifiesta.

El peligro en la demora se corrobora en forma evidente frente a la
inminencia de la celebración del acto electoral (19/12/2021), y el fundado
temor a que el reconocimiento de los derechos invocados en el presente, se
vean frustrados por nuestra ilegítima proscripción, con la consiguiente
imposibilidad de reparar el daño provocado.

Por todo ello, solicitamos V.S. que –ante la apremiante y demostrada
urgencia que reviste mi pretensión cautelar– la medida solicitada sea
resuelta en el día o en el menor plazo posible, a efectos de evitar que el
transcurso del tiempo afecte de manera irreparable nuestros derechos y
garantías constitucionales y convencionales.

VI. A. 3.- Contracautela:

En relación al presente requisito, se podrá ponderar que no se derivará
perjuicio alguno para la demandada del cumplimiento de la medida cautelar. 
Por ello, y como contracautela, se ofrece caución juratoria, que debe
entenderse como prestada por medio de la suscripción del presente.

VII. CASO FEDERAL:

Se formula expreso planteo de caso federal para el supuesto improbable de
que las instancias ordinarias no hicieran lugar a la presente acción de
amparo, conforme a las prescripciones del articulo 14 de la ley 48, a fin de
articular oportunamente el recurso extraordinario ante la Corte Suprema de
Justicia de la Nación, por violación de los preceptos constitucionales
individualizados en el cuerpo del presente.

VIII.- PRUEBA:

Solicita a V.S. que oportunamente disponga la apertura de la causa a
prueba, ofreciendo la siguiente en sustento de las consideraciones



formuladas:

VIII.A).- Documental: 

Se acompañan los siguientes instrumentos:

ANEXO I: Copia del Acta Nº 12 emitida por la Comisión Electoral.

ANEXO II: Encuesta medios de comunicación en relación a las
elecciones de autoridades del Club Atlético Independiente.

ANEXO III: Copia del Certificado de vigencia de Agrupación
Independiente Tradicional emitido por la DPPJ.

ANEXO IV Copia Presentación de lista de candidatos de Agrupación
Independiente Tradicional el día 29/11/2021.

ANEXO V Constancia de recepción de lista de candidatos.

ANEXO VI Acta Nº 10 emitida por la Comisión Electoral.

ANEXO VII
Copia presentación de la documentación solicitada por la
C.E., acompañando autoridades vigentes y estatuto de la
agrupación Independiente Tradicional.

ANEXO VIII Copia Disposición Nº 18/2016 DPPJ.

ANEXO IX Acta de la Junta de Reglamento y Ética del Club Atlético
Independiente.

ANEXO X Nota periodística diario Clarín con fecha 02/12/2021.

ANEXO XI Copia del estatuto del Club Atlético Independiente.

ANEXO XII
Copia telegrama colacionado emitido por el Club Atlético
Independiente convocando a la Agrupación Independiente
Tradicional a elecciones a celebrarse el día 19/12/2021.

VIII.A).- Informativa:
1. Para el caso de que se desconozca la documentación presentada y de

entenderlo V.S. necesario, solicito se libre oficio a la Dirección Provincial
de Personas Jurídicas a fin de que remita: (i) el estatuto del Club Atlético
Independiente; (ii) Certificado de Vigencia de la Agrupación
Independiente Tradicional (legajo 16108) emitido con fecha 26/11/2021;



(iii) copia autenticada de la Disposición 18/16 de dicha autoridad de
aplicación.

2. Para el caso de desconocer Telegrama colacionado emitido por la
institución, solicito se libren los pertinentes oficios a Correo Argentino
S.A. a fin que se expida sobre la autenticidad de la referida pieza postal.

3. Para el caso de desconocimiento y en caso de que V.S. lo considere
necesario, solicito se libre oficio a la Comisión Electoral del Club Atlético
Independiente con el fin de hacer entrega de las Actas  Nº 10 y 12
emitidas por esa comisión y deje constancia de la conformación de las
listas presentadas y las agrupaciones auspiciantes respectivas.

IX).- TASA DE JUSTICIA:

Que atento a lo normado por el art. 20 de la ley 13.928, la presente acción
se encuentra exenta del pago de todo tributo, y en especial, de la Tasa
Retributiva por Servicios Judiciales, lo que se solicita se tenga presente.

X).- PETITORIO.

Por todo lo expuesto, de V.S. solicita:

1.- Se nos tenga por presentados, en el carácter invocado, por parte y con el
domicilio procesal constituido y por promovida en legal tiempo y forma la
presente acción de amparo;

2.- Se tenga presente y por debidamente introducida la cuestión federal;

3.- Se tenga presente la prueba ofrecida y la documental acompañada;

4.- Se otorgue la medida cautelar solicitada;

5.- Oportunamente, se dicte sentencia acogiendo la pretensión de esta
parte.

Quiera V.S. proveer de conformidad;

                                      SERA JUSTICIA.

REFERENCIAS:

Fecha del Escrito: 09/12/2021 3:56:38 a. m.



Firmado por: EZEQUIEL SAMPIETRO (20310262006) - Auxiliares de la
Justicia (Matricula: T15 F337)

Presentado por: EZEQUIEL SAMPIETRO
(20310262006@notificaciones.scba.gov.ar)

‰8U"sf6cNL6Š
245302837022674644

JUZGADO DE FAMILIA N° 4 (EX J.F. N°2 ) - LANUS

CONTIENE 16 ARCHIVOS ADJUNTOS































































































































































































































































































COLEGIO DE ABOGADOS DE LA
PROVINCIA DE BUENOS AIRES

DERECHO FIJO LEY 8480
Bono de Uso obligatorio en toda clase de Juicio en el

Territorio de la Provincia de Buenos Aires

Fecha de Cobro: 09-12-2021 03:37:07

Cajero: MercadoPago

N° Operación MP:18705344794

Organismo:Mercado Pago

Número de Caja:21028

Comprobante Número:05923599

Tipo Bono: Bono Verde

Nro. Bono: 202105923599

Colegiado: SAMPIETRO EZEQUIEL

Tomo y Folio: T:15 F: 337 C.A.M.O. - Cuit: 20-31026200-6

Dpto. Judicial: Avellaneda-Lanus

Fuero: CIVIL Y COMERCIAL

Expediente: FABIÁN DAVID DOMAN TALICE c/ CLUB ATLETICO
INDEPENDIENTE s/ AMPARO

Emisión: 09-12-2021 03:34 Fecha Límite de Pago: 09-02-2022

Profesional Tesorero Colegio
Dr. Hugo D. Palomeque

COLEGIO DE ABOGADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
DERECHO FIJO LEY 8480 Comprobante para el Profesional

Tipo Bono: Bono Verde - Valor Bono: $1,510.00

Nro. Bono: 202105923599

Colegiado: SAMPIETRO EZEQUIEL - T:15 F: 337 C.A.M.O. - Cuit: 20-31026200-6

Departamento Judicial: Avellaneda-Lanus - Fuero: CIVIL Y COMERCIAL

Expediente: FABIÁN DAVID DOMAN TALICE c/ CLUB ATLETICO INDEPENDIENTE s/ AMPARO

Emisión: 09-12-2021 03:34

COLEGIO DE ABOGADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
DERECHO FIJO LEY 8480 Comprobante Ente Recaudador

Tipo Bono: Bono Verde - Valor Bono: $1,510.00

Nro. Bono: 202105923599

Colegiado: SAMPIETRO EZEQUIEL - T:15 F: 337 C.A.M.O. - Cuit: 20-31026200-6

Departamento Judicial: Avellaneda-Lanus - Fuero: CIVIL Y COMERCIAL

Expediente: FABIÁN DAVID DOMAN TALICE c/ CLUB ATLETICO INDEPENDIENTE s/ AMPARO

Emisión: 09-12-2021 03:34





















Fecha de Deposito 09/12/2021
Pago ProvinciaNet
Online - Serv. en Línea
Nro. Transac. 909115294
Medio de Pago Visa
Cod. Autoriz. 007508

NXPIEWPIT

Caja de Previsión para Abogados BOLETA DE PAGO          de la provincia de Buenos Aires APORTES LEY 6.716  

Apellido y Nombres: SAMPIETRO EZEQUIEL Nro. Boleta: 76303816
Documento: DNI 31026200 Clase: ABOGADO Dpto. Judicial: MORON

Nro. de Causa en Receptoría: Datos Carátula:
Radicación: Juzgado 1ra.instancia  FABIÃ•N DAVID DOMAN TALICE
Departamento Judicial: MORON c/ CLUB ATLETICO INDEPENDIENTE
Fuero: Civil y Comercial s/ AMPARO
Importe en pesos regulado: $ 0,00      Cantidad de JUS Arancelario:      0,00   (1 JUS Arancelario = $         0,00)
Honorarios Firmes:

Detalle de Aportes Depositados
Anticipo (Jus Previsional)    $ 1200,00

Total Aportes depositados    $ 1200,00

Total Depositado: UN MIL DOSCIENTOS  

Talón para presentar en el Expediente

Caja de Previsión para Abogados BOLETA DE PAGO          de la provincia de Buenos Aires APORTES LEY 6.716  

Apellido y Nombres: SAMPIETRO EZEQUIEL Nro. Boleta: 76303816
Documento: DNI 31026200 Clase: ABOGADO Dpto. Judicial: MORON

Nro. de Causa en Receptoría: Datos Carátula:
Radicación: Juzgado 1ra.instancia  FABIÃ•N DAVID DOMAN TALICE
Departamento Judicial: MORON c/ CLUB ATLETICO INDEPENDIENTE
Fuero: Civil y Comercial s/ AMPARO
Importe en pesos regulado: $ 0,00      Cantidad de JUS Arancelario:      0,00   (1 JUS Arancelario = $         0,00)
Honorarios Firmes:

Detalle de Aportes Depositados
Anticipo (Jus Previsional)    $ 1200,00

Total Aportes depositados    $ 1200,00

Total Depositado: UN MIL DOSCIENTOS  

Talón para el Afiliado

Caja de Previsión para Abogados BOLETA DE PAGO          de la provincia de Buenos Aires APORTES LEY 6.716  

Apellido y Nombres: SAMPIETRO EZEQUIEL Nro. Boleta: 76303816
Documento: DNI 31026200 Clase: ABOGADO Dpto. Judicial: MORON

Nro. de Causa en Receptoría: Datos Carátula:
Radicación: Juzgado 1ra.instancia  FABIÃ•N DAVID DOMAN TALICE
Departamento Judicial: MORON c/ CLUB ATLETICO INDEPENDIENTE
Fuero: Civil y Comercial s/ AMPARO
Importe en pesos regulado: $ 0,00      Cantidad de JUS Arancelario:      0,00   (1 JUS Arancelario = $         0,00)
Honorarios Firmes:

Detalle de Aportes Depositados
Anticipo (Jus Previsional)    $ 1200,00

Total Aportes depositados    $ 1200,00

Total Depositado: UN MIL DOSCIENTOS  

Talón para el Banco


